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			Prefacio

			Mark E. Warren

			En las últimas tres décadas ha tenido lugar una nueva etapa en el desarrollo de la democracia. La transición política que ha ocurrido en muchos países que ahora eligen a sus élites políticas a través de elecciones competitivas es muy importante para la causa de la democracia. Sin embargo, de manera paralela se ha gestado también otro cambio político: la creciente experimentación con formas de gobernanza participativa que integran nuevas maneras de incorporar directamente a los ciudadanos en los asuntos de gobierno. Esta tendencia ha afectado a casi todos los países del mundo y ha ocurrido en una multiplicidad de sistemas políticos diferentes, de Canadá a China, de Alemania a Japón y de India a Brasil. Si existe una explicación general para esta transformación, debe buscarse en las limitaciones cada vez más graves de los medios habituales para generar legitimidad en los gobiernos, desde las elecciones hasta la ideología, el carisma personal y el desempeño económico. Estas formas de legitimidad cada vez son más inadecuadas para gobernar sociedades complejas y, en particular, sociedades en las que los ciudadanos están expuestos a fuentes globales de información y a las expectativas que produce ese flujo de información.

			Los gobiernos tienen plataformas generales, propósitos y agendas. Sin embargo, la gobernabilidad siempre es específica, enfocada en ciertas políticas públicas y en sus efectos, de manera que aquellos actores afectados por alguna acción específica del gobierno siempre son distintos de quienes lo apoyan en términos generales y poseen intereses más marcados con respecto al éxito o el fracaso de determinadas políticas públicas. Asimismo, la capacidad de los ciudadanos para atraer la atención de sus gobiernos se ha incrementado. En una era en que es menos probable que los gobiernos controlen las vidas de sus ciudadanos, en que la información fluye cada vez con mayor libertad y las organizaciones no gubernamentales tienen una presencia ubicua, los ciudadanos poseen mayores capacidades para frustrar las formas habituales de gobernanza. En consecuencia, muchos gobiernos han respondido con la construcción de nuevos vehículos de participación ciudadana.

			La variedad de objetivos, posiciones, diseños institucionales, normas y efectividad de estas respuestas participativas es casi infinita. Los politólogos enfrentan un reto enorme tan sólo para describir este nuevo paisaje institucional y, en mayor grado, para determinar si contribuye o limita la calidad democrática. En ninguna región del mundo se expresa esta ambivalencia de manera tan marcada como en América Latina. Mientras que casi todos los países latinoamericanos poseen sistemas electorales que funcionan, su desempeño democrático varía desde ser sumamente pobre (como en muchos países de Centroamérica) hasta ser muy bueno (como en los casos de Chile y Uruguay). En consecuencia, podríamos esperar que las innovaciones participativas se desarrollen con diferentes funciones políticas y en distintos nichos institucionales. Algunas formas nuevas de participación, como en el caso de las Conferencias Nacionales en Brasil, integran directamente a la ciudadanía en procesos legislativos y administrativos nacionales, incrementando así la inclusión, la representatividad y la responsabilidad de los procesos de elaboración de políticas públicas. Otras formas de participación, como en el caso de las comunidades indígenas autónomas en Bolivia, compiten con la representación electoral y probablemente existen (al menos en parte) porque las instituciones electorales propician pocas respuestas de parte del gobierno a las demandas de estas comunidades. Aun otras formas de participación, como en el caso de los Consejos Comunales en Venezuela, parecen servir para fortalecer ciertas tendencias autocráticas del régimen de Hugo Chávez frente a los poderes constitucionales, mientras que al mismo tiempo desarrollan capacidades ciudadanas que en algún momento podrían exceder la habilidad de Chávez para controlarlas.

			Este libro representa una contribución importante y laboriosa a la tarea de describir y evaluar las innovaciones participativas en América Latina. Los editores y autores han elegido un enfoque teórico asentado en datos empíricos para aproximarse a esta diversidad de nuevas formas políticas. Este enfoque posee tres principios fundamentales.

			El primero es observar cada innovación participativa en su contexto como parte de un sistema de instituciones. No tiene mucho sentido observar una forma institucional en particular —por ejemplo, los distintos tipos de consejos comunales— fuera de la función que desempeña dentro de la ecología institucional que la alberga. Mecanismos de participación directa pueden servir a un propósito en Venezuela (crear una base de apoyo para Chávez) y a otro muy distinto en Brasil (extender un sistema universal de acceso a la salud).

			El segundo principio es abstraer las normas democráticas de cada forma institucional en específico. Los autores de estos capítulos comprenden que democracia es, en términos normativos, un concepto complejo y con múltiples componentes. La democracia conlleva, por lo menos, normas de inclusión, representación, responsabilidad, rendición de cuentas y educación de la ciudadanía. Puede involucrar instituciones y prácticas para limitar las relaciones clientelares, incorporar normas indígenas de justicia o proveer mayor legitimidad a las instituciones existentes. Estas normas pueden verse fortalecidas en una o varias dimensiones —por ejemplo, al mejorar la responsabilidad y la rendición de cuentas—. Sin embargo, en ocasiones también pueden acarrear un costo, como cuando las oportunidades de participación fortalecen relaciones clientelares. Tampoco es cierto que en todos los casos las nuevas formas de participación necesariamente fortalecen alguna norma democrática: nuevas formas de participación pueden ser utilizadas por actores que poseen de antemano una organización y recursos importantes; pueden facilitar el desarrollo de nuevos tipos de clientelismo o fortalecer tendencias autocráticas.

			El tercer principio que comparten estos estudios es preguntarse cómo cada una de las innovaciones participativas analizadas funciona en su contexto, evaluando sus funciones frente a distintas normas democráticas, de manera que sea posible deconstruir la “participación” en sus distintas facetas y preguntar qué es lo que cada una de éstas aporta a la democracia.

			Debemos subrayar que si bien este método es sensible a la literatura sobre teoría democrática, no se queda atrapado en las polaridades conceptuales entre democracia “representativa” y democracia “directa”, entre democracia “liberal” y democracia “participativa”. Conforme evolucionan las prácticas políticas, estas categorías demuestran ser insuficientes e inadecuadas para capturar la amplia variedad de funciones y normas políticas que las innovaciones participativas pueden servir. Esta forma más refinada de análisis y evaluación normativa se utiliza cada vez con mayor frecuencia en las disciplinas de teoría democrática y democratización comparada. La presente obra representa una contribución valiosa al nuevo y excitante campo de investigación sobre la innovación democrática.

		


		

		  Capítulo 1. Voces y consecuencias: participación directa y democracia en América Latina

			Maxwell A. Cameron,[*] Eric Hershberg[**] y Kenneth E. Sharpe[***]

			La democracia en contienda

			Una profunda transformación ha atravesado América Latina. Durante las últimas tres décadas, en un país tras otro, los gobiernos autoritarios han cedido el terreno a gobiernos elegidos democráticamente. Además, sobre todo a partir de los últimos diez años, estos países muestran signos de que las instituciones democráticas están siendo reconfiguradas: han surgido instituciones de participación directa y popular que son muy diferentes a las instituciones representativas y electorales asociadas con la democracia en Europa Occidental y en los Estados Unidos.[1]

			Estas nuevas formas de participación política popular dan voz a grupos que rara vez son escuchados en los procesos electorales y en el seno de los partidos que representan la médula de la democracia representativa. Además, están mucho más institucionalizadas que muchas de las maneras tradicionales en que los excluidos expresan sus preocupaciones y sus demandas, como en el caso de audiencias públicas, peticiones, paros, manifestaciones, huelgas y ocupaciones. Estas nuevas formas de voz no sólo permiten la inclusión de perspectivas legítimas —pero con frecuencia marginadas—, también crean la posibilidad de fomentar una mayor deliberación entre los ciudadanos y entre la ciudadanía y los oficiales electos.

			En algunos países, como Brasil y Venezuela, los nuevos espacios institucionales para la participación están cambiando el paisaje político. Instituciones orientadas a la participación popular en la definición de presupuestos municipales se han arraigado en muchas ciudades de Brasil y han comenzado a extenderse a otras partes (Abers, 2000; Baiocchi, 2003, 2005; Wampler, 2007; Wampler y Avritzer, 2005). En Venezuela, decenas de miles de Consejos Comunales han movilizado a los ciudadanos, con el apoyo del gobierno, para diseñar e implementar proyectos locales de desarrollo. Algunos consejos consultivos en Brasil y en México han permitido, con distintos grados de éxito, que los ciudadanos y los expertos en ciertas materias tengan acceso a los oídos de los funcionarios públicos e influyan en la planeación y la legislación de políticas. En Uruguay, Venezuela y Bolivia se han promovido los plebiscitos, los referendos revocatorios y las iniciativas ciudadanas (Lissidini, 2011; Altman, 2010). Gobiernos en Ecuador, Perú y Bolivia han incorporado mecanismos de participación ciudadana directa más allá de los canales de la democracia representativa en sus nuevas constituciones (Cameron y Sharpe, 2010).

			Estas nuevas formas de participación no descansan única ni principalmente en las instituciones convencionales de la democracia representativa; no ocurren mediante votos legislativos, por medio de negociaciones entre partidos o en los pasillos del poder. Los grupos que participan suelen ser aquellos excluidos históricamente no sólo por las instituciones clientelares tradicionales sino también por la democracia representativa y electoral. De hecho, el aumento de las instituciones participativas y de nuevas formas de intervención en la política puede estar relacionado con una crisis de representación, resultado de los fracasos de las políticas públicas implementadas por los gobiernos que surgieron a partir de la oleada de transiciones electorales de hace casi tres décadas (Mainwaring et al., 2006).

			Esta nueva ola de participación plantea preguntas importantes para comprender y evaluar la democratización de América Latina y para reflexionar sobre el significado mismo de la democracia. Estos son los temas fundamentales del presente libro, en el que los autores primero describen estas nuevas formas de participación, analizan su relación con el sistema político, sus objetivos y sus propósitos, y consideran hasta qué grado y de qué manera consiguen dar voz a los grupos excluidos hasta ahora. Este último punto subraya nuestro interés en las consecuencias que tienen estas nuevas formas de voz popular. En particular, buscamos entender si estas nuevas formas de participación retan o complementan a las instituciones tradicionales de representación basadas en la participación electoral (Selee y Peruzzotti, 2009: 3-6). ¿Producen gobiernos y funcionarios electos que son más responsables ante las sociedades que gobiernan que los formados por medio de elecciones? ¿Hasta qué punto la participación que fomentan es “real” y hasta qué punto es “manipulada”? ¿Esta participación reproduce o confronta formas tradicionales de clientelismo? ¿Estas instituciones hacen al sistema político más sensible a las demandas de los ciudadanos en lo referente a las políticas públicas y la toma de decisiones (por ejemplo, en la distribución de bienes, es decir, el aspecto de “quién recibe qué, cuándo, cómo y dónde” de la política)? ¿Cómo afectan estas instituciones la calidad de la voz ciudadana: educan a sus ciudadanos para que desarrollen virtudes y habilidades que los ayuden a ejercer sus voces de manera efectiva: para reunir información, deliberar, razonar públicamente, imaginar opciones, influir en quienes desarrollan e implementan las políticas públicas?

			Más allá de la “crisis de representación”

			Los importantes trabajos recientes de Andrew Selee y Enrique Peruzzotti (2009) y sus colaboradores en Participatory Innovation and Representative Democracy in Latin America sugieren que las nuevas formas de institucionalización de la democracia directa en la región responden al “creciente abismo entre los ciudadanos y el sistema político” (Selee y Peruzzotti, 2009: 2). Existen déficits de representación provocados, entre otros motivos, por la severa debilidad de los mecanismos de rendición de cuentas y por el “funcionamiento defectuoso” de los sistemas electorales y de los partidos, así como de las cortes (Selee y Peruzzotti, 2009:3). Estudios recientes sobre la democracia en América Latina subrayan los tipos de problemas que han creado la necesidad —y en ocasiones la demanda— de una mayor participación ciudadana directa (Cameron y Luna, 2010).

			Nosotros partimos de esta, literatura, pero no necesariamente tomamos la democracia representativa como nuestro punto de referencia principal. Reconocemos que las democracias latinoamericanas surgieron a partir de trayectorias históricas específicas, que no necesariamente convergen en el modelo de la democracia representativa. Es importante reconocer la complejidad y la definición en disputa de muchos conceptos medulares de la democracia mientras ésta se desarrolla en la región.

			La transición de regímenes autoritarios a gobiernos elegidos democráticamente ha sido un logro sorprendentemente estable, sobre todo cuando se considera la frecuencia de los golpes de Estado y colapsos democráticos que han caracterizado la historia de América Latina. Una gobernanza efectiva y legítima, sin embargo, ha sido difícil de alcanzar. Para finales del siglo XX, el pesimismo ante la calidad de la democracia prevalecía en todas partes. Si bien la democracia funcionaba como mecanismo para elegir líderes, estos funcionarios electos democráticamente exhibían una marcada tendencia para gobernar por métodos poco democráticos. La ausencia de rendición de cuentas a las demandas de la población, una tradición muy antigua en la mayoría de los estados latinoamericanos, ha sido muy difícil de cambiar. Los gobiernos electos con frecuencia fracasaron en la tarea de proveer seguridad física o social y bienestar económico a sus poblaciones y, más bien, padecieron altos niveles de corrupción, clientelismo y falta de rendición de cuentas, que socavaron su legitimidad (Hagopian y Mainwaring, 2005; Drake y Hershberg, 2006). Todavía sobreviven fallas significativas en los procedimientos electorales, en el apego a las provisiones constitucionales y a la separación, coordinación y equilibrio de poderes entre el Ejecutivo y otras ramas de gobierno, así como en relación con las oportunidades para la participación ciudadana en los asuntos públicos. En los casos más graves, esto condujo a rupturas en los regímenes democráticos, como fue el caso del autogolpe en Perú en 1992. En otras partes, líderes como Menem, García, Collor, Samper, Bucaram y Sánchez de Lozada parecieron decididos a gobernar de maneras caprichosas y autoritarias.

			El fracaso de la democratización para generar mejorías significativas en la responsabilidad, rendición de cuentas y representación de la ciudadanía, sin mencionar el acceso a la participación, produjo un descontento considerable. Algunos analistas han lamentado el anémico apoyo popular a la democracia como sistema de gobierno, la inclinación de muchos líderes carismáticos a evitar los procesos democráticos e imponer su voluntad a través de medios plebiscitarios, así como la debilidad endémica de las instituciones del Estado (UNDP, 2006).

			No fue únicamente la falta de rendición de cuentas, representación y responsabilidad de las autoridades en estas nuevas democracias lo que despertó el descontento y creó presión para dar mayor voz a los ciudadanos: las limitaciones de las democracias “reales” fueron exacerbadas por estrategias económicas neoliberales que implementaron muchas de estas nuevas democracias, así como su falta de respuesta a las consecuencias negativas que estas estrategias tuvieron sobre las clases medias y bajas. De hecho, los gobiernos recibieron incentivos para debilitar algunas instituciones del Estado —aquellas relacionadas con la regulación de la economía, la implementación de leyes medioambientales y la provisión de servicios públicos y sociales— como parte del impulso para imponer medidas poco populares de austeridad y estrategias de ajustes estructurales, para desmantelar y privatizar industrias estatales, para debilitar sindicatos y organizaciones populares y para socavar la posición de productores agrícolas, pequeñas industrias y sectores de negocios que dependían de las protecciones del sistema de sustitución de importaciones, a través de las nuevas políticas gubernamentales de libre comercio. Conforme estos gobiernos institucionalizaron el modelo neoliberal —en algunos casos incluso lo “constitucionalizaron” al legislar leyes y reglamentos que acompañarían los acuerdos de libre comercio—, la falta de rendición de cuentas, responsabilidad y representación se convirtió en parte integral de la estrategia económica. El anémico apoyo popular a la democracia como sistema preferido de gobierno ha sido señalado por varios investigadores, quienes también apuntaron la debilidad endémica de los Estados latinoamericanos (Mainwaring y Scully, 2010: 374-77) y la tendencia de algunos líderes carismáticos de evitar las instituciones democráticas. El fracaso para extender la ciudadanía democrática a los “espacios marrones”, según el término acuñado por Guillermo O’Donnell, que cubrían amplias áreas tanto urbanas como rurales, así como la pobreza extendida y aparentemente irresoluble que disminuía las posibilidades de vida de casi la mitad de los habitantes de la región, ponía en tela de juicio la capacidad de las instituciones democráticas de mejorar el bienestar común (O’Donnell, 1993). Con el cambio de siglo, entre las consecuencias de esta situación se encontraban síntomas de una respuesta creciente por parte de diversos grupos y movimientos. En algunas ocasiones, estas fuerzas lucharon por la inclusión étnica (Yashar, 2005) y en otras repudiaron las políticas económicas neoliberales asociadas con la polarización socioeconómica (Silva, 2009).

			Sin embargo, el surgimiento de organizaciones y protestas populares no es el tema central de este libro. Más bien, nos hemos concentrado en la creación de nuevas instituciones que proveen canales para que los ciudadanos tengan voz. A lo largo de la región han aparecido nuevas instituciones de democracia directa y participativa, con frecuencia orientadas a crear nuevas formas de rendición de cuentas, responsabilidad y, en efecto, representación, para complementar las instituciones tradicionales de la democracia electoral. Estas nuevas instituciones para la participación están cambiando el carácter de la democracia representativa —con su dependencia en elecciones, en partidos políticos y en el desarrollo de políticas públicas a través de los poderes Ejecutivo y Legislativo— sin que, como lo ha señalado Panizza (2009:255), sean necesariamente un obstáculo para su funcionamiento.

			El marco teórico: la voz institucionalizada y sus consecuencias

			En muchas naciones latinoamericanas ha existido una larga tradición de política participativa, desde las comunidades cristianas de base en Brasil tras el Concilio Vaticano II y las Madres de la Plaza de Mayo en Argentina, hasta los movimientos insurgentes de Centroamérica en los años setenta y ochenta. Por lo tanto, América Latina ha sido vista desde hace tiempo como una región con poderosos movimientos sociales, con una vida política contenciosa y con luchas populares a nivel local (Lehmann, 1990: 148-214). Muchos de estos movimientos operaron fuera de los confines del Estado. En efecto, buscaron deliberadamente preservar su autonomía de los riesgos que planteaban los acercamientos por parte del Estado y lamentaron la desmovilización de la sociedad civil que siguió los procesos de democratización. Conforme se abrieron nuevos espacios para la participación tras la caída de los gobiernos militares, los líderes de los movimientos sociales con frecuencia se convirtieron en candidatos y ocuparon puestos en todos los niveles de gobierno. Si bien la transición a la democracia electoral fue bienvenida, muchos defensores de la participación popular lamentaron la disminución de la politización de la ciudadanía que resultó de ese fenómeno.

			El tipo de participación popular que analizamos es muy distinto de las oleadas anteriores de política participativa en la medida en que no evita los vínculos con el Estado. De hecho, en muchas ocasiones nace a partir del reconocimiento de la sociedad acerca de la incapacidad del Estado para proveer bienes públicos, lo que conduce a su vez a la aceptación de la necesidad de trabajar en conjunto para cumplir con esa tarea. En algunos casos, las instituciones para la participación directa de los ciudadanos son promovidas por el Estado. Los presupuestos participativos en Brasil, por ejemplo, han tenido el apoyo de los representantes electos —alcaldes del Partido de los Trabajadores (PT)— así como de una base social compuesta por votantes de las clases medias, grupos de negocios, sindicatos y de la Iglesia (Abers, 2000; Fung, 2011). Asimismo, muchos de los cambios que estamos presenciando no sólo fueron institucionalizados, sino que también fueron “constitucionalizados” en respuesta directa al neoliberalismo. Organizaciones populares y líderes populistas (en Venezuela, Bolivia y Ecuador, por ejemplo) han dejado estas nuevas formas de participación directa establecidas en sus constituciones, en un intento por hacer de ellas características permanentes del nuevo orden político. En algunos casos, los propios procesos de cambio constitucional han sido diseñados, como en el caso de Bolivia, para incorporar la participación ciudadana de alguna u otra manera.

			Estas nuevas formas de participación enfrentan varios riesgos importantes de tropiezos democráticos. Un peligro importante es la devolución de las atribuciones y las responsabilidades del Estado de proveer bienes públicos trascendentales a la sociedad civil sin que exista una transferencia paralela de recursos. En algunos casos, resulta conveniente para las élites defender “la autonomía de la sociedad civil” como un medio para reducir al Estado y el gasto público, estimulando una ética de “hágalo usted mismo” o “resuelva su propia situación” y transfiriendo la responsabilidad sobre asuntos imprescindibles, como la educación pública, la construcción de caminos o el acceso a la salud y a los servicios sociales, a grupos ciudadanos, a gobiernos municipales (con frecuencia con bajos presupuestos) o a actores del mercado (Pateman, 2012:15). El apoyo a la “sociedad civil” y a las instituciones participativas locales puede ser consistente con una política neoliberal en que las instituciones del Estado abandonan responsabilidades esenciales y dejan esa carga en el “tercer sector”. Este riesgo no es inevitable y en algunos países (Brasil y Bolivia, por ejemplo) el proyecto naciente en torno de la participación pone énfasis tanto en la expansión de las responsabilidades del Estado sobre la economía y el bienestar social como en los esfuerzos por incrementar la voz de los ciudadanos a través de una participación directa institucionalizada. Tomando un término del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo, estos esfuerzos parecen buscar una “democracia de ciudadanos” (UNDP, 2006; OEA/PNUD, 2010).

			Un segundo riesgo posible en la expansión de las instituciones de participación directa es que los líderes autocráticos pueden utilizar estas instituciones no para fortalecer la autonomía ciudadana sino para maximizar su propio poder sobre sus contrincantes. Analistas contemporáneos de América Latina han hecho eco en años recientes de las mismas preocupaciones que los historiadores de la Atenas clásica señalaban al notar el peligro que existe de que demagogos movilicen y manipulen a las masas —al demos— para perseguir sus propios fines. Cuando ejecutivos poderosos o partidos dominantes aprovechan mecanismos clientelares para movilizar a ciertos grupos contra instituciones que podrían poner un contrapeso a su autoridad y privan a la oposición de oportunidades para influir en la distribución de recursos importantes, la participación adopta un carácter profundamente antidemocrático. El caso de Venezuela bajo el gobierno de Chávez es un ejemplo de cómo un proceso de cambio político ha sido testigo de una explosión de la participación bajo distintas caras, con frecuencia a expensas de representantes, sobre todo de la oposición, como en el caso de alcaldes, gobernadores y legisladores. La institucionalización de la participación popular puede, por lo tanto, socavar la rendición de cuentas y los contrapesos de las instituciones políticas que dependen de la elección periódica de representantes. Desde esta perspectiva, más “participación” implica menos “representación”, y viceversa.

			Por último, ante la ausencia de candados institucionales apropiados, la participación popular en la toma de decisiones también puede conducir a conflictos con la protección de los derechos e intereses de grupos minoritarios, incluidas las élites económicas. La política latinoamericana ha sido históricamente susceptible a tendencias plebiscitarias y esta característica sigue siendo evidente hoy en día. En este sentido, algunos politólogos destacados encuentran mayor evidencia de un eclipse democrático, sobre todo en la zona andina, y del surgimiento de un “autoritarismo competitivo” (Levitsky y Way, 2010).

			Ahora bien, si nos concentráramos demasiado en el potencial antidemocrático de la participación correríamos el riesgo de pasar por alto la multiplicidad de maneras en que la expansión de los espacios institucionales de participación puede profundizar los aspectos democratizantes de los cambios de régimen que atravesaron la región en las últimas dos décadas del siglo XX. Nosotros argumentamos que existen distintos modelos de democracia compitiendo en América Latina hoy en día (y, por lo tanto, una proliferación de adjetivos: democracia participativa, liberal, poliárquica, representativa) y que la erosión de una forma de democracia puede fortalecer o debilitar a otra. Es posible que un sistema altamente participativo consiga convocar a elecciones regulares y competitivas, y promover, al mismo tiempo, la participación de base en cuestiones significativas para los ciudadanos, incluso si esto implica que algunos elementos del orden representativo sean remplazados. Esta posibilidad debe considerarse en la medida en que la crisis de representación en las democracias latinoamericanas y el fracaso de la democracia electoral para garantizar derechos y justicia a todos los ciudadanos, con frecuencia han sido tan severos que sectores enteros de la población nunca han tenido acceso a las instituciones representativas.

			Varios capítulos de este libro demuestran que ninguno de los peligros que plantea la participación directa es inevitable. A pesar de las aprehensiones huntingtonianas, la inclusión puede fortalecer la estabilidad; la participación puede enseñar prudencia y buen juicio; a través de nuevos mecanismos institucionales, las minorías excluidas —o las mayorías, en el caso de los pueblos indígenas en algunos contextos— pueden tener voz por primera vez; se puede exigir la rendición de cuentas de los representantes electos. A menos que apreciemos las maneras en que los nuevos patrones de participación y representación reconfiguran la política latinoamericana, corremos el riesgo de sobrestimar los peligros democráticos que plantean y subestimar los beneficios potenciales del cambio político. En suma, el análisis de las ganancias y las pérdidas democráticas debe ser sutil y lleno de matices. Además, los procesos de cambio en la participación rara vez pueden representarse de manera lineal y predecible: en cada espacio institucional abundan las consecuencias y las transformaciones inesperadas.

			Para navegar analíticamente en estos océanos, hemos pedido a los autores de esta obra que pensaran en una serie de asuntos empíricos y normativos. Comenzamos por reconocer la importancia crucial de la participación electoral y luego preguntamos de qué maneras resultaba insuficiente. Una de las objeciones clásicas a la noción de que el voto debe ser la forma fundamental, si no única, de la participación política, es la idea de que una ciudadanía activa es necesaria para sostener con vitalidad las instituciones democráticas. El modelo schumpeteriano de democracia —el cual enfatiza en la competencia electoral entre élites partidistas por los votos de la población— nos invita a ser ciudadanos un sólo día, durante los comicios, y después ocuparnos de nuestros asuntos privados. Nuestra elección y nuestra voz quedan limitadas a la urna.

			Este modelo de democracia —representantes seleccionados entre las élites en competencia a través de elecciones libres y justas— es ampliamente aceptado y con frecuencia se toma como la norma. Sin embargo, los teóricos de la “democracia deliberativa”, desde John Stuart Mill hasta teóricos contemporáneos como Mark Warren, Archon Fung, Amy Gutmann y Dennis Thompson, han puesto en tela juicio esta visión, afirmando que el tipo de ciudadanía que se requiere para generar los bienes públicos que desean los ciudadanos, incluida la propia preservación de la democracia, puede exigir más que las elecciones periódicas en las urnas (Pateman, 2012). Mecanismos más robustos para ejercer la ciudadanía pueden ser necesarios para asegurar una representación efectiva, expandir la inclusión, fortalecer la sensibilidad de las autoridades hacia las demandas ciudadanas, romper con el clientelismo, incrementar la rendición de cuentas, educar a los ciudadanos, garantizar la estabilidad política y permitir que las prácticas judiciales locales funcionen apropiadamente. El incremento de la participación directa institucionalizada en América Latina indica que éste no es sólo un asunto teórico: precisamente porque una democracia carente de una voz institucionalizada resulta insuficiente, el surgimiento de nuevas formas de participación popular y ciudadana tiene el potencial de fortalecer de manera considerable la democracia. Las elecciones libres y justas y los sistemas de partidos e instituciones constitucionales (el Estado de derecho, la independencia entre los poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, el sistema de pesos y contrapesos), incluso cuando están respaldados por una prensa libre y por libertades civiles, no parecen haber garantizado oportunidades para que las personas participen en las decisiones que las afectan directamente. Como consecuencia de la privatización extrema de sus vidas, impuesta por el terror de las dictaduras y por los efectos de las crisis económicas que asolaron a la región durante dos décadas desde los años ochenta del siglo XX, los ciudadanos latinoamericanos de hoy parecen demandar una mayor voz en los asuntos públicos.

			 Albert O. Hirschman ha presentado un comentario importante sobre los límites del modelo schumpeteriano de democracia electoral y competitiva. En Exit, Voice, and Loyalty, Hirschman argumentó que este modelo concebía la democracia como una especie de competencia de mercado entre élites, con el votante asumiendo el papel de consumidor cautivo que enfrentaba dos alternativas: la lealtad o la salida, es decir, aceptar la oferta de su partido, abandonarlo y elegir otro o abandonar todo el sistema y abstenerse de votar. El poder en ese sistema, decía Hirschman, descansaba en las élites; el votante como consumidor cautivo, que se ve forzado a elegir entre permanecer leal al partido o abandonarlo, es el “epítome de la impotencia” (Hirschman, 1970: 70). Sin embargo, Hirschman insistía en que los votantes pueden hacer más que votar o abstenerse: pueden expresar su voz. Esta voz encarna un principio normativo implícito de la democracia, la idea de que la gente debe tener voz en las decisiones colectivas que afectan sus vidas. Éste no es sólo un principio teórico: está encarnado en muchas de las nuevas formas de participación que atraviesan la América Latina de hoy.

			En un ensayo retrospectivo de su obra anterior, Hirschman (1981: 213-223) especificó una serie de criterios para identificar situaciones en las que la voz puede preferirse por encima de la salida. La primera ocurre en situaciones en que la búsqueda de un objetivo o propósito no puede separarse claramente de su posesión. Hirschman se refirió a los “bienes públicos” o a la “felicidad pública” como ejemplos. Quizá nunca logremos alcanzar el bien público, pero podemos obtener cierto goce de la participación en un movimiento que intenta producirlo. En otros casos, la voz puede servir como mecanismo para vencer la incertidumbre o la ignorancia con respecto a los bienes que queremos. Los padres de familia que desean saber si sus hijos obtienen una buena educación, por ejemplo, pueden involucrarse en las escuelas o las guarderías de sus hijos. Por último, puede haber situaciones en que la salida sea costosa porque resulte importante conservar la relación. Hirschman hace una analogía entre matrimonios y compañías integradas verticalmente. En ambos casos se trata de relaciones complejas en que la salida conlleva costos muy altos (la necesidad de comenzar de nuevo con otro compañero). En estos casos, la voz se vuelve una opción más atractiva para lidiar con la fricción. A esto se refería Hirschman al hablar de una “voz institucionalizada” (1981: 222). La explosión de la participación en América Latina y la institucionalización a través de varios mecanismos puede reflejar estas situaciones propensas a que la ciudadanía recurra a la voz.

			En este mismo sentido van orientadas dos preguntas que abordaron nuestros autores. Primero, ¿cómo son estas nuevas formas de participación? Hay distintos mecanismos o innovaciones para la participación directa. El primero de estos tipos consiste en los mecanismos que designamos como electorales o basados en votos. Se trata de mecanismos que ocurren al margen de las elecciones periódicas de élites y de sus agendas. Los referendos revocatorios permiten a los votantes expulsar a las élites de sus puestos antes de la siguiente elección; los plebiscitos permiten a los ciudadanos decidir en torno a la legislación o los cambios constitucionales, tomando esa decisión de las manos de los legisladores electos; las iniciativas ciudadanas permiten que los grupos de interés planteen la agenda legislativa y pasen por encima de la legislatura. Todos estos mecanismos implican rodeos fuera de las instituciones tradicionales o de las elecciones periódicas y de la toma de decisiones en la legislatura; también pasan por encima de los pesos y los contrapesos tradicionales. Pueden llevarse a cabo entre elecciones, pero también involucran votaciones.

			Otro conjunto de instituciones que operan entre comicios puede ser participativo pero no necesariamente electoral. Una de las formas que puede adoptar son instituciones como los consejos consultivos en México. Aquí es esencial determinar hasta qué punto tienen un impacto en la agenda y en el desarrollo de las políticas públicas. Otras instituciones intentan influir en el desarrollo de las políticas al establecer e implementar la agenda, como en el caso de los Consejos Comunales de Venezuela. La participación directa entre elecciones puede formar parte del proceso legislativo (conferencias nacionales en Brasil) o del Poder Judicial (justicia indígena comunal). Por último, la participación directa puede darse en torno a los presupuestos y el gasto público, como ocurre en los procesos de presupuestos participativos en Brasil y en otras partes de la región.

			Asimismo, son particularmente interesantes las maneras en que algunas de estas nuevas formas de participación directa han sido indispensables para crear cambios constitucionales fundamentales. La participación directa a través de asambleas constituyentes ha sido de gran importancia para dar forma a las nuevas constituciones en varios países andinos y este libro incluye un estudio de caso de Bolivia que examina si el proceso constituyente fortalece o debilita cuerpos representativos como las legislaturas y los partidos políticos.

			Un segundo objetivo de esta obra es evaluar las consecuencias de estas nuevas formas de voz institucionalizada a través de la participación directa sobre determinados principios y objetivos fundamentales de la democracia. A continuación presentamos algunos criterios utilizados para evaluar este aspecto del nuevo paisaje institucional:

		   

			Inclusión. La inclusión se puede alcanzar de muchas maneras, desde el sufragio hasta las protestas callejeras. La conquista del voto universal fue sin duda un evento importantísimo desde el punto de vista de la inclusión social —relativamente reciente, además, en algunos países latinoamericanos donde hasta hace algunos años, por ejemplo, los analfabetas no podían votar— porque abrió el paso a otras luchas para obtener la oportunidad de participar como ciudadanos. Pero no todas las decisiones se pueden tomar con base en el principio de un individuo, un voto; en ocasiones son deseables otras formas de participación que recompensan una ciudadanía activa y un compromiso comunitario, en especial cuando conllevan la posibilidad de incluir a las poblaciones históricamente marginadas. En estos casos, la igualdad formal tiene que ser equilibrada con otras formas de sociabilidad que puede reforzar las prácticas y las instituciones democráticas. El caso de las elecciones de autoridades indígenas en México, analizado en el capítulo escrito por Todd Eisenstadt y Jennifer Yelle, ofrece un valioso ejemplo de la lógica híbrida de participación que involucra tanto votaciones como prácticas tradicionales, al igual que en los esfuerzos del gobierno boliviano por combinar la democracia comunal con la democracia participativa y representativa, discutido en el capítulo elaborado por José Luis Exeni.

		   

			Representación. La presión por la participación puede intensificarse donde las instituciones representativas establecidas, como los sistemas de partidos, han colapsado, o donde las legislaturas se han ganado malas reputaciones. Pero los mecanismos de participación directa también pueden proliferar junto con partidos fuertes, legislaturas y asociaciones civiles, en ocasiones incluso nutriéndolos. Uruguay es un ejemplo donde los partidos y las legislaturas han utilizado referendos para reforzar la representación. En Brasil, las conferencias sobre políticas públicas analizadas en este libro por Thamy Pogrebinschi comienzan con frecuencia desde el Poder Ejecutivo, pero están ubicadas dentro de las legislaturas (en los ámbitos estatal y nacional) y generan propuestas que pueden presentarse ante el Poder Legislativo para que sean aprobadas como ley. En este caso, una vez más, no se trata de la oposición entre la participación y la representación, sino cómo equilibrar ambas. En particular, si existe una deliberación activa fuera de la legislatura, los legisladores pueden sentir la presión desde abajo de actuar como agentes de la sociedad. Pueden tener un mayor margen de deliberación y autonomía cuando la atención de la sociedad está distraída en otros asuntos. Como regla general, las legislaturas latinoamericanas no han hecho un buen trabajo en capturar la opinión pública y traducirla en leyes, de manera que una esperanza que guardan los demócratas participativos es que una ciudadanía más activa pueda conducir a legislaturas menos pasivas y reactivas. En el caso venezolano, sin embargo, la implementación del nuevo sistema de Consejos Comunales ha revitalizado la arena local, pero también ha complicado aún más la tarea de reparar las ya debilitadas instituciones representativas.

		   

			Responsabilidad ante las demandas ciudadanas. Al hablar de responsabilidad nos referimos al hecho de que las decisiones políticas u otros resultados reflejan lo que los autores de políticas públicas escuchan de la ciudadanía que participa en estas nuevas instituciones. El impacto de sus voces puede ocurrir en distintos niveles: 1) legislación, 2) toma de decisiones relacionadas con políticas públicas e 3) implementación de dichas políticas. ¿Cuándo esta responsabilidad conduce a una distribución más equitativa de bienes públicos y cuándo simplemente recompensa a quienes tienen una voz más fuerte? El análisis de Michael McCarthy acerca de los Consejos Comunales venezolanos sugiere que para comprender las razones y el atractivo que poseen, debemos reflexionar sobre cómo permiten que la sociedad civil “coproduzca” bienes públicos. El sistema de consejos comunales también posee una lógica partidista, al intentar obtener apoyo popular para el presidente Chávez y su partido, y genera tensiones entre los consejos y las formas tradicionales de representación (el poder de los alcaldes electos y de otros funcionarios públicos se ve limitado). Sin embargo, a pesar de estas amenazas a las instituciones electorales convencionales, ya debilitadas por los gobiernos anteriores, los seguidores de Chávez con frecuencia promueven estas innovaciones participativas como ejemplos de una democracia más significativa o “protagonista” en acción.

		   

			Romper con relaciones clientelares. Existe un intenso debate en la región sobre si los mecanismos de participación popular contribuyen a socavar el clientelismo o a reforzarlo. Los nuevos mecanismos de participación pueden contribuir a romper con las redes clientelares o a proveer nuevos pretextos para reconstruir viejos patrones de partidismo, política de intermediarios e incluso corrupción. El clientelismo es una institución informal poderosa que puede persistir, ya sea porque provee beneficios —si bien sumamente desiguales— tanto a patrones como a clientes, o debido a antiguas formas culturales de “hacer política” muy difíciles de superar. Las nociones de salida, voz y lealtad son útiles en este contexto porque el clientelismo es, casi por definición, un sistema en que la lealtad y la salida son las únicas opciones. Ahora bien, estas opciones rara vez operan de manera aislada, como lo ilustran las muchas maneras en que el partido gobernante en México —el Partido Revolucionario Institucional (PRI)— utilizaba la gobernanza indígena para crear barreras que impidieran el acceso al poder a opositores. El PRI puede haber promovido los “usos y costumbres”, conduciendo a ciertas lógicas políticas más allá de su control inmediato, para asegurarse de que ciertas áreas donde su poderío declinaba no fueran capturadas por la oposición (Eisenstadt y Yelle, capítulo 9 en este volumen, pp. 273-307).

			 

			Rendición de cuentas. Algunos de los mecanismos institucionales de participación directa que nos interesan —referendos revocatorios, plebiscitos, iniciativas ciudadanas— ofrecen instrumentos para controlar y exigir la rendición de cuentas de los legisladores, al retirarlos de sus cargos públicos, al rechazar leyes que hayan aprobado o al pasar leyes que quizá habrían rehusado. Guillermo O’Donnell ha llamado a esta propiedad “rendición de cuentas vertical”. La rendición de cuentas vertical también puede dar lugar a una “rendición de cuentas horizontal”, donde un conjunto de agencias públicas monitorea y supervisa la operación de otras agencias. Sin embargo, también existen formas alternativas de rendición de cuentas que involucran el control de los ciudadanos sobre los funcionarios públicos, en ocasiones llamada “control social”. Algunos de estos mecanismos han sido institucionalizados o incluso incorporados en las nuevas constituciones. El control ciudadano se refiere al papel de vigilante de algunos actores de la sociedad civil con atribuciones para supervisar hechos inapropiados e instigar mecanismos existentes de rendición de cuentas para implementar reglas y procedimientos (Peruzzotti y Smulovitz, 2002).

			Antes de que O’Donnell escribiera sobre la rendición de cuentas vertical y horizontal, él había adoptado el término de Hirschman para hablar de voz vertical y horizontal (O’Donnell, 1986). O’Donnell afirmó que la voz horizontal —las personas (clientes, ciudadanos, consumidores) hablando entre ellas— era una condición necesaria para la voz vertical, que tiene lugar cuando la gente habla a quienes están en el poder: gerentes, gobernadores, patrones. Si la gente no puede ejercer la voz horizontal, no puede exigir la rendición de cuentas de sus gobernantes. Ésta es una de las razones por las que el desarrollo participativo se ve obstaculizado en escenarios caracterizados por la ausencia de una sociedad civil fuerte, un fenómeno que queda ilustrado en los análisis de El Salvador (Karina Grégori), Nicaragua (Gisela Zaremberg) y Recife, Brasil (Françoise Montambeault) en este libro. Una sociedad civil débil permite a los partidos y a los jefes políticos capturar espacios de participación directa y utilizarlos para sus propios propósitos.

			 

			Educar ciudadanos. ¿Cómo afectan estas nuevas instituciones participativas la calidad de la voz de los ciudadanos? Para que funcionen muchas de las nuevas formas institucionales de participación en América Latina, los ciudadanos deben aprender a ejercer su voz de maneras que busquen alcanzar cierto acuerdo en torno a agendas, decisiones y políticas públicas coherentes. Teóricos de la democracia, desde Mill en adelante, han planeado que la democracia se enriquece en la medida en que los ciudadanos se informen, confíen unos en otros y sean capaces de deliberar en torno a asuntos políticos, respetar la ley, permanecer abiertos a hacer concesiones y ser tolerantes ante las diferencias. La proliferación de espacios en los que la participación tiene lugar en América Latina representa un parteaguas en lo que algunos analistas han llamado una “escuela” de democracia.

			El diseño institucional es importante para que la voz institucionalizada sea efectiva. Para que las instituciones participativas funcionen no es suficiente que los ciudadanos “se reúnan” en estos foros y ejerzan su voz o que las élites políticas y los representantes los escuchen. Por el contrario, estas instituciones necesitan estructurar la participación y estimular las discusiones que permitan a los ciudadanos alcanzar un cierto propósito (por ejemplo, decidir con respecto a la distribución del presupuesto local o recomendar políticas a las legislaturas o los ministerios de gobierno sobre algún asunto en particular). Esto significa con frecuencia que las nuevas instituciones tienen que organizarse de modo que puedan estimular y preparar a los ciudadanos para adquirir las virtudes y las habilidades necesarias para ejercer sus voces con efectividad —para obtener información, deliberar, razonar públicamente, imaginar opciones e influir en los autores y los reguladores de las políticas públicas.

			Algunas instituciones analizadas en este libro no sólo recaban y agregan “preferencias”. Por el contrario, también reúnen a las personas para deliberar, reflexionar, desarrollar y refinar sus preferencias al conversar entre sí. Esto es cierto con respecto a los consejos de asesores estudiados por Progrebinschi en Brasil, las instituciones de presupuestos participativos abordados por Montambeault, también en Brasil, y los Consejos Comunales de Barrios en Venezuela, los cuales deben decidir qué proyectos priorizar y cómo llevarlos a cabo.

			Estas instituciones están diseñadas para que los participantes sean responsables y tomen en consideración intereses más allá de sus intereses privados: pensar qué sería bueno para el ambiente, la salud pública, las mujeres o su comunidad local, para las ciudades de Belo Horizonte o Porto Alegre. También, en muchas de estas estructuras institucionales, los expertos, personas con conocimientos específicos, son convocados para trabajar con los ciudadanos: en Venezuela, técnicos de los ministerios son invitados para asesorar a los Consejos; en los consejos mexicanos y brasileños hay académicos y expertos así como personas locales interesadas en el asunto. En una región donde tecnócratas aislados con frecuencia han ejercido una influencia desmedida sobre la distribución de bienes públicos, la creación de espacios en que los expertos deben interactuar con la ciudadanía posee un enorme potencial democrático.

			La estructura del libro

			Los capítulos de este libro nos ofrecen un inventario detallado de los mecanismos institucionales de participación directa que cubren buena parte de la región latinoamericana. Este recorrido no es exhaustivo, pero hemos tratado de identificar una amplia gama de experiencias, incluidos ejemplos de éxito y fracaso. Como editores, hemos pedido a los autores que sean tan vívidos y precisos como sea posible en sus descripciones de los mecanismos participativos.

			El capítulo 2 es un ambicioso estudio comparativo de consejos municipales de desarrollo en cuatro países, donde la politóloga argentina Gisela Zaremberg identifica diferencias marcadas en el grado en que las instituciones participativas sirven para aumentar o restringir los espacios para que la ciudadanía ejerza control sobre las autoridades centrales. Haciendo uso de sofisticadas técnicas de análisis de redes tomadas de sociólogos económicos y geógrafos, Zaremberg retrata casos en que los ejecutivos utilizan a estas instituciones para pasar por encima de oficiales electos de la oposición y para reforzar el control jerárquico, así como instancias en que la democracia directa abre camino para una mayor rendición de cuentas horizontal y para fortalecer las instituciones representativas.

			En el capítulo 3, Thamy Progrebinschi ofrece el análisis más comprensivo hasta la fecha de las conferencias nacionales de políticas públicas en Brasil, las cuales han proliferado durante la última década y han resultado en una traducción sin precedentes de las preferencias ciudadanas a medidas regulativas y legislativas concretas. Aquí encontramos un caso significativo de procesos participativos que parecen fortalecer las instituciones representativas —en esta instancia, tanto la legislatura como el Ejecutivo— y estimular a estas últimas para concentrar las políticas en los intereses y las demandas de los grupos en desventaja, desde minorías raciales y sexuales hasta ciudadanos mayores y personas con discapacidades. Mientras buena parte de la literatura en ciencias sociales hasta la fecha se ha centrado en las instituciones participativas que operan estrictamente a nivel local, el análisis de Progrebinschi provee una contribución invaluable a la teoría democrática al arrojar luz sobre procesos de democracia directa que ocurren a nivel nacional.

			Mientras Zaremberg se concentra en la heterogeneidad entre países, en el capítulo 4, los antropólogos Felipe Hevia J. y Ernesto Isunza Vera iluminan los factores que generan variación dentro de un solo contexto nacional, el mexicano, donde los consejos de asesores del gobierno federal han exhibido distintos grados de éxito. Los autores observan el sistema de “consejos consultivos” que comenzaron a establecerse en México a principios de los años ochenta. Primero consideran la historia y el éxito relativo de los Consejos de Desarrollo Sustentable que involucran una amplia gama de participantes del gobierno y de la sociedad civil. Al explicar cómo y por qué estos consejos han influido en las políticas y las regulaciones de la Secretaría de Medio Ambiente, Hevia e Isunza pueden presentar una explicación de por qué la participación directa ha sido mucho menos exitosa en otros consejos consultativos (existen cerca de 160) en sectores como la educación, la cultura, la salud y el desarrollo económico. Los autores analizan el carácter de estos otros mecanismos participativos pero ponen especial énfasis en el carácter cerrado y corporativista del Estado mexicano, incluso después de la derrota del PRI en 2000.

			El grado en que la propia innovación institucional puede tener diversos resultados en distintos contextos dentro de un mismo país es el tema central del capítulo 5, escrito por la politóloga canadiense Françoise Montambeault. Este capítulo se basa en la experiencia ampliamente analizada de los presupuestos participativos en Brasil, pero lo hace más allá del caso de Porto Alegre, el cual ha ocupado la mayor parte de la literatura en la materia publicada hasta la fecha. Mientras el trabajo de Montambeault confirma las descripciones optimistas de los presupuestos participativos en Porto Alegre, los cuales presentan niveles impresionantes de apertura y transparencia que dan lugar a mayores niveles de rendición de cuentas, su examen de los presupuestos participativos en Belo Horizonte y Recife muestra cómo el mismo mecanismo institucional puede ser capturado por las élites que gobiernan a través de prácticas clientelares. La interacción entre la democracia directa y la democracia representativa se presenta de manera clara en este capítulo, puesto que la naturaleza de los partidos políticos se vuelve un determinante crítico del impacto que tienen los presupuestos participativos.

			El papel de los partidos políticos y del clientelismo también es evidente en el detallado estudio de Michael McCarthy sobre los Consejos Comunales en Venezuela. Evitando con destreza la tentación de celebrar o condenar los mecanismos a través de los cuales el chavismo ha buscado pasar por encima de las instituciones representativas que afecta buena parte de la literatura, McCarthy realiza una crónica en el capítulo 6 de cómo el gobierno de Chávez ha promovido los “consejos comunales” locales (más de 35 000) establecidos para planear y ejecutar proyectos locales, como obras de electricidad, construcción de caminos y provisión de agua potable. El sutil análisis de McCarthy acerca de esta participación popular politizada explora las maneras en que la estrategia participativa del gobierno de Chávez estimula el control desde arriba por parte del Ejecutivo, al mismo tiempo que empodera a ciudadanos previamente excluidos para hacer que el gobierno sea más sensible a sus demandas, para exigir la rendición de cuentas de los funcionarios públicos, para educar a la ciudadanía y para motivar a los ciudadanos a que compartan la responsabilidad con el gobierno en la provisión y la distribución de bienes y servicios públicos.

			En el capítulo 7, Karina Grégori identifica ambigüedades similares en las experiencias de participación ciudadana en El Salvador de la posguerra. La autora descubre que si bien los consejos municipales inicialmente despertaron grandes esperanzas de que las comunidades influirían en la distribución de los recursos públicos para el desarrollo, con el paso del tiempo los partidos políticos impusieron su voluntad en la toma de decisiones, disminuyendo el impacto de los procesos participativos. Ahora bien, en ésta como en otras instancias, la experiencia no ha sido uniforme en todo el país y las trayectorias históricas son de gran importancia. Notablemente, en las localidades donde el autogobierno había alcanzado más altos niveles de desarrollo —en las áreas controladas por el Frente de Liberación Nacional Farabundo Martí (FMLN) durante la guerra— la influencia ciudadana sobre el proceso tiende a permanecer autónoma.

			El capítulo 8, escrito por Alicia Lissidini, examina la democracia directa en Uruguay y Venezuela. Lissidini se concentra en los mecanismos electorales de participación directa, en particular en los referendosrevocatorios, los plebiscitos y las iniciativas ciudadanas. Tanto Uruguay como Venezuela se han convertido en casos ejemplares del giro hacia la izquierda en América Latina, sin embargo, utilizan la democracia directa de distintas maneras. En Uruguay, donde existe una larga tradición de constitucionalismo progresista, los referendos son instrumentos utilizados por los partidos políticos en la legislatura para controlar el poder del Ejecutivo. En Venezuela, los referendos tienen el propósito contrario, refuerzan el poder del Ejecutivo y perpetúan el clientelismo.

			El capítulo 9, escrito por los politólogos Todd A. Eisenstadt y Jennifer Yelle, explora cómo las democracias latinoamericanas enfrentan los retos de incorporar la voz de los pueblos indígenas. Su análisis describe tanto la proliferación de los “usos y costumbres” en el sur de México como sus implicaciones contradictorias para la representación democrática. Por un lado, las comunidades indígenas obtienen cierto grado de autonomía que reconoce sus historias particulares y su derecho a la autodeterminación; sin embargo, al mismo tiempo, los autores revelan prácticas sumamente antidemocráticas que prevalecen en la operación de esos espacios institucionales. La representación de las comunidades es acentuada por los usos y costumbres, sin embargo, la representación de los individuos que habitan esas comunidades no necesariamente se ve beneficiada. Esta situación realza la posibilidad de que las innovaciones institucionales debiliten importantes elementos de la gobernanza democrática.

			El capítulo 10, elaborado por José Luis Exeni, reflexiona sobre los retos de profundizar la democracia en estados plurinacionales. El autor argumenta que la nueva constitución boliviana es una amalgama de tres modelos democráticos: la democracia representativa, la democracia participativa directa y la democracia comunitaria. El actual gobierno de Bolivia busca fortalecer la participación indígena en todos los niveles del Estado, lo cual significa más representantes indígenas en la legislatura, pero también en el cuerpo electoral “plurinacional”, así como en el tribunal constitucional plurinacional. Otra innovación en términos de participación en y a través de la representación es la elección a nivel nacional de jueces, así como la participación en nuevos cuerpos legislativos creados por la ley de autonomía y descentralización. Sin embargo, la participación no termina con la creación de más procesos electorales, sino que también involucra la participación directa, tanto electoral (a través de referendos) como no electoral (a través de formas locales de autogobierno). En particular la concepción comunitaria de la democracia ha sido estimulada a través de la creación de cuerpos autónomos de autogobierno en las comunidades indígenas. Reconociendo que la reconciliación entre todos estos modelos de democracia no será fácil, la perspectiva que adopta Exeni no deja de ser crítica, sin embargo, la contribución principal de este capítulo es que la participación no es simplemente un conjunto de mecanismos practicados a nivel local sino una noción alternativa de la política democrática que se puede utilizar para transformar y democratizar el Estado entero.

			En la conclusión, dos de los coeditores de esta obra regresan a algunos de los temas centrales descritos en esta introducción y abordados a lo largo del libro. Hacemos énfasis en cómo este libro ofrece una contribución al análisis empírico, cimentado en la práctica y en la teoría democráticas, y repasamos cómo documenta y explica no sólo la profundización participativa de la democracia, sino también sus regresiones y sus fracasos. Sugerimos algunas maneras en que el libro puede ayudar a mover el debate más allá de dicotomías maniqueas de participación contra representación en América Latina y cómo puede ayudarnos a delinear con mayor claridad la diversidad de regímenes democráticos en función de cómo promueven, inhiben o equilibran mecanismos de participación y representación. Sobre todo, el capítulo final recomienda algunos criterios para evaluar la calidad de la democracia en la región, subrayando la importancia de tener en cuenta sus dimensiones participativas.

			En conjunto, los capítulos de este volumen ofrecen una revisión detallada de la participación directa institucionalizada, tanto de sus mecanismos electorales como de los no electorales. Contribuyen a nuestra comprensión de los diversos modelos de regímenes democráticos y de la variación en su calidad. Esperamos que ayuden a estimular el debate en torno a la democracia en América Latina fuera de una perspectiva que toma una sola forma de democracia como el único punto de referencia relevante, tanto en términos normativos como empíricos. Las bases normativas sobre las que evaluamos las nuevas instituciones de democracia participativa no surgen necesariamente de la democracia representativa. Esto no quiere decir que seamos hostiles a la democracia representativa; por el contrario, para algunos de nuestros autores sí representa el punto de partida normativo de sus análisis. Sin embargo, este libro no está diseñado en primer lugar para preguntar cómo puede la participación mejorar la democracia representativa. Esa es una pregunta importante (abordada, entre otros, por Selee y Peruzotti), sin embargo, en el curso de nuestras deliberaciones colectivas llegamos a una pregunta distinta: ¿cómo puede la gente obtener una mayor voz institucional en cualquiera que sea el modelo de democracia que realmente existe?

			Este interés en la voz institucionalizada es, quizá, la característica distintiva de este libro y lo que lo hace diferente a la mayor parte de los trabajos disponibles en la materia. Como Selee y Peruzotti, no vemos razones para sospechar de las instituciones o de formas institucionalizadas de participación popular. Tampoco nos hincamos ante el altar de la autonomía de los movimientos sociales o ante la pureza de la sociedad civil. En este sentido, quizá ponemos en tela de juicio la idea de que la participación sólo es “buena” si contribuye a la democracia —no se diga a la democracia representativa—. Podemos imaginar que es un “bien” incluso en un contexto autoritario, en el mercado o en la burocracia, aunque este tema está fuera de los alcances del libro. Nuestro objetivo aquí es examinar la multiplicidad de formas en que la voz institucionalizada puede insertarse en modelos alternativos de democracia.
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			Capítulo 2. “O nos quemamos, o nos congelamos”: sociedad y sistema de partidos en consejos de desarrollo municipal en América Latina (Nicaragua, Venezuela, México y Brasil)

			Gisela Zaremberg[*]

			Introducción[1]

			Las exigencias de apertura democrática en América Latina han llevado a plantear de manera prioritaria el diseño de mecanismos que hagan posible mayor participación ciudadana, transparencia y rendición de cuentas (Cunill, 1997; Cheresky y Pousadela, 2001; Dagnino, Olvera y Panfichi, 2006). Especialmente significativos son los intentos por generar espacios de contacto entre gobierno y sociedad civil, como “interfaces” institucionalizadas (Isunza y Hevia, 2006; Gurza e Insunza, 2010), en la forma de consejos ciudadanos a nivel municipal.

			En México, Nicaragua, Venezuela y Brasil la generación de estos nuevos espacios ha sido abundante en la última década. La literatura que analiza estas experiencias no es unánime ni necesariamente coincidente. ¿Son estas experiencias de participación local nuevas formas que esconden viejos vicios políticos? ¿O son, por el contrario, innovaciones genuinas que abren caminos para nuevos procesos más horizontales e incluyentes?[2]

			En este capítulo responderemos a estas preguntas reconociendo que no hay una imagen homogénea aplicable a todas las experiencias. De esta manera, por lo tanto, construiremos una tipología para capturar los matices de las mismas. Argumentaremos que estas experiencias constituyen nuevos títulos para viejas formas de control político cuando existe una relación de cooptación o monopolio de la intermediación entre partidos y actores sociales presentes en el contexto de los consejos analizados. En el extremo opuesto, se transforman en espacios de participación cuando los actores sociales pueden dialogar con los actores políticos a través de diversos canales para conectarse unos con otros. Para desarrollar esta tesis es fundamental el análisis de redes, ya que nos permitirá construir medidas de centralidad (especialmente medidas de intermediación) destinadas a analizar las relaciones en el exterior de los consejos de manera que podamos sostener nuestro argumento.

			Con este objetivo en mente, este capítulo se dividirá en cuatro partes. La primera hará una breve referencia teórica metodológica. La segunda caracterizará los consejos de desarrollo municipal analizados. En una tercera parte delinearemos una tipología de relación entre sociedad y partidos a partir del análisis de las redes que se conforman en torno a los consejos. Las conclusiones compaginarán las principales inferencias obtenidas comparando los casos.

			Breve referencia metodológica

			Nuestros objetos de estudio en este capítulo son las redes externas que se conforman en torno a consejos de desarrollo municipal. Especialmente, nuestra mirada estará centrada en observar las relaciones entre los consejos, las organizaciones sociales y los partidos políticos. Los consejos seleccionados son los siguientes: los Conselhos Municipais de Desenvolvimento Rural (CMDR) en Brasil (Bahía, región sisalera), los Consejos Municipales de Desarrollo Rural Sustentable (CMDRS) en México (Oaxaca), los Gabinetes de Participación Ciudadana (GPC) en Nicaragua (Nueva Segovia y León); y los Consejos Comunales (CC) en Venezuela (Zulia). Estos consejos fueron seleccionados como objetos de estudio porque resultaban relativamente comparables, en contextos de profunda marginación socioeconómica. En otras palabras, nos interesó analizar nuevos intentos de aparición de la “voz” (utilizando el marco conceptual expuesto al inicio de este libro), en contextos en que estas voces suelen tener serias dificultades para canalizar su habla, de manera que pudiéramos conocer qué factores de la innovación pueden superar estos obstáculos.

			Los casos fueron seleccionados de la siguiente manera. En cada país se eligió un estado similar (en cuanto a condiciones socioeconómicas se refiere) y, al interior de éste, se retomaron ocho municipios, procurando que sus condiciones socioeconómicas fueran semejantes y considerando cuotas en la selección por cada país, a saber: al menos un municipio con alta composición étnica, uno con presidencia municipal femenina y dos urbanos o semiurbanos. Para lograr una selección de casos socioeconómicamente similares se tomó en cuenta una serie de variables.[3] Con éstas se realizó un Análisis por Componentes Principales (APC) conformando grupos homogéneos entre sí para escoger entre ellos los ocho municipios por país.

			Una vez obtenida la información cualitativa y cuantitativa en campo, una de las estrategias de análisis se concentró en las redes internas y externas de los consejos relevados. El análisis de redes indaga las relaciones entre actores y genera un grafo en el que se ubican los actores (individuos u organizaciones), dibujándolos en forma de puntos, que formalmente se denominan “nodos”. La existencia de relaciones implica el dibujo de una línea entre dos puntos o nodos de la red. La no existencia de relaciones se traduce en la ausencia de líneas entre los nodos en cuestión (Harary, 1969).

			Cada grafo se traduce en una matriz de la que se desprenden diferentes medidas. Aquí nos concentraremos en las de centralidad (Freeman, 1977). Las medidas que observaremos son: rango (degree), intermediación (betweeness) y cercanía (closeness). El rango describe el porcentaje de conexiones que tiene un nodo sobre el total de la red. El análisis del rango indica quién es la persona más conectada en este grupo. La intermediación, por su parte, indica la frecuencia con que aparece un nodo en el tramo más corto (o geodésico) que conecta a otros dos que no se conectan directamente entre sí. Muestra cuando una persona (u organización) es intermediaria entre otras dos personas (u organizaciones) del mismo grupo que no se conocen entre sí (lo que podríamos denominar “persona o institución puente”). Finalmente, el grado de cercanía indica la proximidad de un nodo respecto del resto de la red. Representa la capacidad que tiene un actor de alcanzar a los demás. Una persona poco conectada con los demás (baja centralidad y bajo grado de intermediación), por el solo hecho de estar conectada con una persona “importante”, puede tener una alta cercanía.[4] En otras palabras, la intermediación nos habla de monopolio, cercanía de influencia y rango de popularidad.

			El tercer apartado de este capítulo incluirá un análisis de las relaciones externas construidas en torno a los consejos de desarrollo municipal, con especial énfasis en las relaciones en las que se intercambian beneficios (recursos, información, etc.). Para dar cuenta de ese análisis se mostrarán tanto grafos como cuadros con las medidas de centralidad mencionadas aquí. Se pondrá especial énfasis en observar en qué medida la intermediación (betweenness) entre organizaciones sociales y partidos (en el gobierno y de oposición) está monopolizada (o no) por actores en la red.

			Finalmente, a lo largo del capítulo mencionaremos diversos datos extraídos de un total de 400 encuestas y 320 entrevistas en profundidad realizadas a consejeros, informantes clave y de control (100 encuestas y 80 entrevistas por cada estado).

			¿Innovación democrática? Consejos de desarrollo municipal: Brasil y México

			Antes de realizar el análisis comparado de las redes en torno a los consejos, debemos caracterizarlos para ubicarlos con mayor precisión, y para controlar mejor los alcances de la comparación. De esta manera, recorreremos las referencias normativas, los objetivos, el ámbito de acción territorial, las áreas temáticas de referencia, las reglas de integración o membresía, las funciones y los recursos que manejan los consejos. Lo anterior, sin perder de vista el tipo de proyecto político (Dagnino, 2007) en el que se inscriben los consejos analizados.

			Comenzando por el caso brasileño, podemos decir que los CMDR surgen por decreto presidencial como parte de la creación del Programa Nacional de Fortalecimiento a la Agricultura Familiar (Pronaf) en 1996. Este programa tiene la finalidad de promover el desarrollo sostenible de las zonas rurales y está basado en una estrategia de cooperación entre las autoridades gubernamentales municipales, estatales y federales, privadas y de los agricultores familiares y sus organizaciones. Los organismos coparticipantes convergen en el Consejo Nacional de Desarrollo Rural Sustentable (Condraf).

			Debe advertirse que en el caso brasileño la conformación de una política pensada desde un esquema cercano a la gobernanza no es exclusiva del área de desarrollo rural. Por el contrario, podemos advertir este rasgo en varias áreas de su política pública (Bresser Pereira y Cunill Grau, 1999; Genro, 2000; Wampler y Avritzer, 2005; Cornwall y Coelho, 2007; Paez de Paula, 2010).

			Entre la abundancia de consejos que podían seleccionarse en el estado de Bahía se eligieron los CMDR como objeto de nuestra investigación porque se presentaban como altamente comparables con el caso mexicano y, en buena parte, con el nicaragüense y el venezolano. Los CMDR tienen el objetivo formal de ser los principales espacios para la discusión de propuestas que cumplen con las demandas de los agricultores familiares y con el desarrollo de políticas públicas dirigidas al desarrollo de los municipios (Moura, 2007: 245). Su función primordial es la elaboración y el seguimiento de los Planes Municipales de Desarrollo Rural (PMDR) y la fiscalización de los recursos destinados a cumplir los objetivos de ese programa. Estos objetivos coinciden formalmente con los analizados en el resto de los países.

			Por otra parte, si bien el ámbito de acción territorial está destinado a zonas rurales también tiene injerencia en zonas urbanas donde se desarrollan actividades agrícolas y no agrícolas[5] por parte de campesinos.

			En cuanto a la composición interna, es importante distinguir que el Condraf recomienda que los consejos se compongan en 50% por miembros provenientes de la sociedad civil y el otro 50% por representantes del poder público. Éste es un punto que los diferencia de los demás consejos analizados. Al parecer, esta recomendación está siendo excedida por la participación de organizaciones de la sociedad. Según datos de nuestra investigación, en los municipios estudiados 87% de los miembros encuestados pertenecen a organizaciones sociales (sindicatos de agricultura familiar, organizaciones pastorales, organismos no gubernamentales) quienes en entrevista cualitativa manifestaron que la creación de estos consejos ha sido una demanda histórica del movimiento rural al que pertenecen.

			A partir de 2003, al asumir la presidencia el candidato del PT, Lula Da Silva, la política de desarrollo rural se concentra en dos ministerios: el Ministerio de la Agricultura, dedicado a cuestiones de agronegocio y el Ministerio de Desarrollo Agrario (MDA) dedicado a los intereses del campesinado popular. Este último crea consejos intermunicipales, denominados Codes, bajo el parámetro de un abordaje de desarrollo territorial. De esta forma, dentro del MDA se crea la Secretaría de Desarrollo Territorial (STD), que transfiere los recursos del Pronaf (antes a cargo de los CMDR) a los Codes (véase Moreira y Carneiro, 2012). Según algunos de nuestros informantes claves, esta política fue vista con buenos ojos por las organizaciones porque en municipios de oposición los presidentes municipales (prefeitos) paralizaban la ejecución de recursos acordados en los CMDR. Se pensó que la vía de la planificación territorial podría destrabar estas situaciones.

			En el estado de Bahía, con 417 municipios, la política territorial derivó en 26 consejos intermunicipales (Codes). Esta política se impulsó aún más a partir de 2006, en que se logra la alternancia a cargo del PT luego de una larga hegemonía protagonizada por una camada de políticos llamados “carlistas”.[6] Por otra parte, desde el punto de vista social, en Brasil-Bahía, especialmente en la región sisalera en la que llevamos a cabo nuestra investigación, se presenta una diversa red de actores de la sociedad civil proveniente de una intensa historia relacionada con organizaciones eclesiales de base y con la formación de sindicatos de agricultura familiar modernos conectados con la construcción misma “desde abajo” del PT bahiano. A esta red de actores endógenos se suma una acumulación de trabajo realizado con diferentes organismos de la cooperación internacional. Esta red es más fuerte y variada que la que hallamos en el resto de los casos de nuestra investigación. Lo anterior a pesar de que, si se compara con otras regiones dentro del mismo Brasil (especialmente el sur, reflejado, por ejemplo, en Porto Alegre), la literatura suele confluir en que la sociedad civil del nordeste brasilero es relativamente débil (Avritzer, 2010).

			En contraposición, debe advertirse que durante la realización de nuestra investigación, el caso mexicano, en Oaxaca, se hallaba bajo el gobierno del Partido Revolucionario Institucional (PRI) desde hacía ochenta años, dándose la alternacia recientemente a partir de julio de 2010 (año en que concluyó nuestra investigación). Como veremos, ésta es una diferencia significativa con el caso brasileño, que, sin embargo, no alcanza a explicar por completo las distancias entre uno y otro casos. Esta situación de no alternancia se conjuga con la existencia formal del juego democrático a través de elecciones competitivas pero con una resistencia informal con respecto a este juego. Adicionalmente, el estado muestra una gran heterogeneidad con un total de 570 municipios, de los cuales 418 se rigen por el sistema de “usos y costumbres”.[7] En cuanto a la sociedad, nos encontramos con organizaciones de la sociedad civil (relativamente débiles)[8] y con abundancia de organizaciones corporativas que, como señalaremos, fungen como intermediarias preponderantemente entre sociedad, partidos y gobierno. Estas últimas provienen del pasado (por ejemplo, la Confederación Nacional Campesina, CNC) pero también resultan de nuevas organizaciones ligadas a partidos de la oposición que, no obstante, adoptan el mismo estilo de negociación política de las organizaciones históricamente ligadas al PRI. Finalmente, la diversa gama de etnias, el contexto migratorio, las distancias culturales y las desigualdades socioeconómicas conforman un escenario sumamente complejo.

			En este contexto, desde mediados de los años ochenta se genera un proceso de descentralización que implica, entre otras cosas, la creación del marco del Sistema Nacional de Planeación Democrática (Ley de Planeación) que se planteó la participación de diversos sectores sociales en el desarrollo del país. A raíz de este sistema, se crearon los Consejos de Planeación para el Desarrollo de los Estados (Coplade) y los Comités de Planeación para el Desarrollo Municipal (Coplademun).[9]

			Al momento de realizar nuestra investigación, el estado oaxaqueño mostraba una peculiaridad. Se había decidido fusionar buena parte de dichos consejos, en las zonas rurales, con los llamados Consejos Municipales de Desarrollo Rural Sustentable (CMDRS), creados por laLey de Desarrollo Rural Sustentable desde 2001. De acuerdo con estas disposiciones, los CMDRS deben operar formalmente al interior de los Coplademun. No obstante, dado que los ayuntamientos municipales poseen atribuciones para nombrar consejos y comités, algunos han creado las figuras de Coplademun o CMDRS de manera indistinta. En nuestra investigación, en seis de los casos el órgano oficialmente reconocido es el CMDRS, sin que exista a la par un Coplademun (a pesar de que algunos municipios tienen un perfil más urbano); en dos municipios no se tiene registrado el Plan Municipal de Desarrollo, pero en las Actas de Priorización de Obras y Acciones, el órgano que suscribe tal priorización es el CMDRS, y no hay datos sobre el Coplademun.[10] De esta manera, la figura formal en nuestros casos son los CMDRS, aunque resulta significativo que los actores entrevistados confundieran los términos Coplade y CMDRS constantemente, dando cuenta del bajo conocimiento del marco legal que los congrega.

			Formalmente, los CMDRS están definidos como instancias para la participación de los productores y demás agentes de la sociedad rural en la definición de las prioridades regionales, la planeación y la distribución de los recursos que la Federación, los estados y los municipios destinen al apoyo de las inversiones productivas y para el desarrollo rural sustentable. Estos Consejos fungirían como órganos consultivos del ayuntamiento para la planeación y la definición de políticas y estrategias del gobierno municipal en materia de desarrollo rural. Fundamentalmente, a través de los CMDRS se ejerce el Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social Municipal (Fondo III) de los recursos del ramo 33 (Caire, 2009).[11] Sin embargo, en la práctica, de las veinte funciones previstas en la ley, se encontró que los CMDRS estudiados cumplían apenas la función relacionada con la priorización de obras incluida en el mencionado ramo 33.[12]

			Debe advertirse que este complicado enjambre legal entre figuras adscritas a los CMDRS y los Coplademun parece contribuir a la simulación. Por un lado, los consejeros no conocen con certeza sus funciones. Por otra parte, los funcionarios mencionan al Coplademun (que en realidad en sus documentos son los CMDRS) cuando se refieren a la necesidad de contar con la firma de los consejeros para ejecutar anualmente recursos del ramo 33. Esta es la principal actividad del consejo que preocupa mayormente a los presidentes municipales entrevistados. De hecho, muchos reducen las actividades del consejo a una reunión anual destinada exclusivamente a este objetivo.

			En cuanto a su composición, de acuerdo con la Ley de Desarrollo Rural Sustentable, los CMDRS deben tener como miembros permanentes a los presidentes municipales, quienes los podrán presidir (a diferencia de Brasil); a los representantes, en el municipio correspondiente, de las dependencias y de las entidades participantes que formen parte de la Comisión Intersecretarial, a los funcionarios de las entidades federativas que las mismas determinen y a los representantes de las organizaciones sociales y privadas de carácter económico y social del sector rural en el municipio.

			Debe advertirse que, en la práctica, en los casos estudiados, existe una importante manipulación en la selección de los miembros por parte del presidente municipal (que como se vio, tiene la atribución de presidir los consejos). Una forma de ejercer esa manipulación es remitiéndose a elegir a los miembros entre las autoridades de agencia (o de localidad) previamente seleccionadas también con venia del presidente. En el caso de Oaxaca, en claro contraste con el caso brasileño, la mayoría de los miembros provenientes de la sociedad en los consejos analizados son fundamentalmente los “agentes”, esto es, las autoridades que presiden las localidades en el seno de los municipios. Dichas autoridades son elegidas por “usos y costumbres”, por la Asamblea y/o por el Consejo de Ancianos.

			En conjunto, si bien los espacios de interfaces municipales en Oaxaca y en Bahía se instalan en contextos socioeconómicos similares (excepto por la variable étnica que en Bahía se centra en la variable racial) observamos contrastes en la composición interna, en la centralidad del presidente municipal y en la fortaleza y el tipo de sociedad civil existente.

			¿Innovación democrática? Consejos de desarrollo municipal: Nicaragua y Venezuela

			Por su parte, en el caso de Nicaragua, los actuales Gabinetes de Participación Ciudadana (GPC) son una figura reformulada de los Consejos de Participación Ciudadana (CPC) generados por el Frente Sandinista de Liberación Nacional (FSLN) en el gobierno, por decreto presidencial de 2007, para contrarrestar la figura de los antiguos Consejos de Desarrollo Municipal (CDM) instalados por la Ley de Participación aprobada por el Legislativo en 2003. Hasta la creación de los CPC/GPC, la instancia máxima de diálogo gobierno-sociedad civil en los municipios eran los CDM. En los municipios en los que el FSLN no ha ganado elecciones municipales (o donde no pudo controlarlas por medios fraudulentos),[13] los CDM aún continúan en funcionamiento de modo paralelo a los GPC. Sin embargo, su vigencia se encuentra en franco descenso.

			Si bien diversas organizaciones de la sociedad civil habían recibido apoyo de la cooperación durante los años noventa para su fortalecimiento, éste no parece haber sido suficiente para lograr incidir de manera más patente contra el debilitamiento de los CDM y el ascenso de los GPC (véase Largaespada, 2008).

			El objetivo formalmente enunciado de los GPC es que el “pueblo” nicaragüense, se organice y participe en el desarrollo integral de manera activa y directa apoyando las políticas del presidente de la República. Este objetivo supone un proyecto político en el que se privilegia lo que se denomina democracia participativa en contraposición a la democracia representativa, misma que en diversas ocasiones se valora de manera sumamente peyorativa (Prado, 2008).

			Los GPC se ubican territorialmente en comunidades, comarcas, barrios, distritos, municipios, departamentos, regiones autónomas y a nivel nacional. Al mismo tiempo, están compuestos por 16 sectores que se ocupan de diversas áreas de acción, bajo la guía de un coordinador general.[14] Los 16 cargos en los diferentes niveles (comunitario, comarcal, de barrio, etc.) son electos para un periodo de dos años y pueden reelegirse hasta dos veces.

			 Dichos GPC forman parte del Consejo Nacional de Planificación Económico Social (Conpes) desde 2007.[15] A través de este decreto, el gobierno de Nicaragua colocó al Gabinete Nacional de Poder Ciudadano como la instancia máxima de decisión del Conpes, constituida en órgano plenario.

			En cuanto a la integración de los GPC se especifica que se elegirá un representante de cada uno de los sectores en los 15 departamentos y en las dos regiones autónomas del país, presidido por el presidente de la República y la coordinadora de la Secretaría de Comunicación y Ciudadanía del Gobierno de la República (encabezada por la primera dama), los ministros de Estado, los presidentes de entes autónomos y gubernamentales, las autoridades de la Policía Nacional, la Junta de Directores del Conpes, y demás funcionarios gubernamentales que determine el presidente de la República. Podrán formar parte del mismo, representantes de los distintos sectores económicos y sociales del país que soliciten su participación y en tanto que la misma sea aprobada por dicho Gabinete (Stuart Alemndarez, 2009).

			Desde el Consejo Nacional de Poder Ciudadano hacia abajo todas las instancias asumen el nombre de Gabinete. Desde abajo, el Gabinete Comarcal o de Barrio del Poder Ciudadano se integra con dos a seis representantes. A su vez, este Gabinete elige un equipo integrado por 16 coordinadores y selecciona de dos a seis de ellos para que los representen en el Gabinete Distrital. Con este mismo procedimiento se conforman los gabinetes municipales y departamentales.

			En la práctica, la membresía dentro de los GPC municipales se encuentra fuertemente ligada a la militancia partidaria en el FSLN. Nuestros datos indican esta realidad para los consejos entrevistados. Llama la atención que el total de los miembros (100%) entrevistados contestara que también se consideran miembros activos del FSLN. En contraposición, en los CDM subsistentes, sólo 22.7% se ubicó en una pertenencia partidaria, que se remitió únicamente al partido de oposición (el Partido Liberal, PL). Lo anterior muestra el nivel de polarización que afecta a estos espacios.

			Por otra parte, dado que a la fecha no se ha emitido el reglamento del decreto y el Estatuto de Organización y Funcionamiento de los GPC, no existen datos oficiales sobre las funciones específicas de éstos. Nuestra investigación advierte, sin embargo, que en muchos consejos se identifica la función en relación con la implementación de programas del Ejecutivo nacional en las comunidades. En contraposición, no hay muchas referencias a la toma de decisiones. A pesar de eso, se ha percibido una sensación de “empoderamiento” desde la perspectiva simbólica de algunos miembros de los GPC entrevistados, por el hecho de poder ingresar y/o reclamar en el plano de la implementación a las alcaldías sin objeciones ni dilaciones burocráticas (“Ahora me abren la puerta”).

			Finalmente, no hay información oficial sobre el manejo de recursos públicos por parte de los GPC. Sin embargo, pudimos observar que estos últimos tienen una participación importante en la implementación de recursos en dos de los programas más importantes del gobierno: el Programa Productivo Alimentario “Hambre Cero” y el programa “Usura Cero”.[16]

			Por último, vamos a analizar el caso venezolano. En éste, los Consejos Comunales (CC) son la pieza fundamental de un proyecto político que pone énfasis en el componente de la democracia participativa de manera opuesta o prioritaria sobre la democracia representativa. Esta última se asocia a un periodo político denominado “Punto Fijo”, caracterizado por el predomino de dos partidos, Acción Democrática y Comité de Organización Política Electoral Independiente (COPEI), conjugados en un asfixiante sistema bipartidista.

			Los CC fueron creados por la Ley de los Consejos Comunales, que fue aprobada por la Asamblea Nacional el 7 de abril de 2006. Estos Consejos se compaginan con la Constitución bolivariana en la que la participación resulta un principio central para la constitución del “poder popular”, el cual encarna como nuevo fundamento de soberanía. Este principio constitucional recogió experiencias participativas anteriores de suma importancia, que incluso constituyeron, en los inicios de la coalición electoral chavista, un objetivo fundamental del programa de la izquierda que compuso dicha coalición. Estas experiencias se conjugaron con elementos provenientes del polo militar que, según varios autores, ha ido creciendo sobre los componentes propuestos originalmente por aquella izquierda (véase López Maya, 2009).
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